
TEMA: COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL- Ya existía una sentencia previa (T-12055 de 2024) que 
resolvió los mismos hechos, con las mismas partes y pretensiones. Se protege la seguridad jurídica 
y el principio de cosa juzgada, reafirmando que las decisiones judiciales deben respetarse, 
especialmente cuando ya han sido objeto de revisión constitucional. / TEMERIDAD EN LA ACCIÓN 
DE TUTELA – La nueva tutela fue presentada sin justificación válida, buscando reabrir un debate ya 
resuelto judicialmente. Se advierte a la Defensora de Familia que se abstenga de presentar nuevas 
tutelas sobre los mismos hechos, bajo riesgo de sanciones. 
 
HECHOS: Se presentó una acción de tutela presentada por la Defensora de Familia Ana Luz Betancur 
Valencia, en representación de dos niños indígenas (J.A. y N.S.M.Q.), contra el Juzgado Segundo de 
Familia de Bello y otras entidades. Los niños pertenecen a la comunidad indígena Emberá Katío de 
Ocotumbo y se encontraban bajo medida de protección del ICBF por presunta vulneración de 
derechos. El Juzgado Segundo de Familia de Bello, en cumplimiento de sentencias de tutela 
anteriores, ordenó el reintegro de los niños a su familia y comunidad indígena, negando su 
adoptabilidad. La Defensora de Familia interpuso una nueva tutela solicitando que el reintegro se 
condicionara a la recuperación de la desnutrición aguda que padecen los menores, argumentando 
riesgo para su salud. El problema jurídico central es: ¿Es procedente una nueva acción de tutela 
presentada por la Defensora de Familia del ICBF, solicitando condicionar el reintegro de dos niños 
indígenas a su familia y comunidad, cuando ya existe una sentencia de tutela previa que resolvió de 
fondo los mismos hechos, con las mismas partes y pretensiones? 
 
TESIS: (…) La acción de tutela se estipuló, para la exclusiva protección de los derechos 
fundamentales, previstos en la Constitución Política (Constitución Política, artículo 86), pero, quien 
la pone en movimiento debe manifestar, bajo la gravedad del juramento, que no presentó otra, 
sobre los mismos hechos y derechos (Decreto 2591 de 1991, artículo 37), ya que cuando, sin existir 
justificación, se instaura, por la misma persona o su representante, utilizando los mismos supuestos 
y pretensiones, ante varios jueces, se deben rechazar o decidir desfavorablemente todas las 
solicitudes, al configurarse la figura de la temeridad (artículo 38 ejusdem).(…) “Cuando una persona 
promueve la misma acción de tutela ante diferentes operadores judiciales, bien sea simultánea o 
sucesivamente, se puede configurar la temeridad, conducta que involucra un elemento volitivo 
negativo por parte del accionante. La jurisprudencia ha establecido ciertas reglas con el fin de 
identificar una posible situación constitutiva de temeridad.(…) “La Sentencia T-045 de 2014 advirtió 
que la temeridad se configura cuando concurren los siguientes elementos: “(i) identidad de partes; 
(ii) identidad de hechos; (iii) identidad de pretensiones y (iv) la ausencia de justificación razonable 
en la presentación de la nueva demanda vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del 
demandante. “(…) la Corte incluyó un elemento adicional a los mencionados anteriormente y afirmó 
que la improcedencia de la acción de tutela por temeridad debe estar fundada en el dolo y la mala 
fe de la parte actora….”(…)En este caso, cabe precisar que, previo a esta acción tuitiva, esta 
Corporación y la honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Agraria y Rural, 
conocieron, en primera y segunda instancia, respectivamente, del amparo constitucional, radicado 
con el No 05001221000020240037000 (01), promovido por la Defensora del Pueblo de la Regional 
Antioquia, como agente oficiosa de Elkin Mamundia Campo y Lina Queragama Queragama(…)En la 
referida causa supralegal, por medio de la sentencia T - 12055, de 2 de diciembre de 2024, esta 
Corporación, tras conceder el amparo constitucional de los derechos fundamentales, mencionados 
en las consideraciones, de los niños J A y N S M Q, de sus progenitores Elkin Mamundia Campo y 
Lina Queragama Queragama(…)dejó sin efecto la actuación surtida, en el mencionado PARD, a partir 
de la sentencia, de 24 de abril de 2024, del juzgado Segundo de Familia, de Bello(…)Para arribar a la 
memorada determinación, esta Colegiatura, consideró, entre otros aspectos, que  (…) La Defensora 



y el señor juez de Familia que tuvieron a su cargo los PARDs y la homologación, respectivamente, 
no solo ignoraron la voluntad de los progenitores, encaminada a lograr el reintegro de sus hijos, a 
su propia familia y etnia, sin ofrecerles la posibilidad de hacerlo, y pretermitieron, sin justificación 
plausible, estimar las mencionadas circunstancias y el origen indígena de su célula familiar, y no 
integraron, a esa actuación, pudiendo hacerlo, como les correspondía, a las individualizas 
autoridades de su etnia, infringiendo, de esa forma, sus garantías esenciales del proceso debido y 
su prevalencia(…)La memorada sentencia fue confirmada parcialmente, por la honorable Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Agraria y Rural, por intermedio de su sentencia STC533-
2025, de 29 de enero de 2025 (…), revocándola “únicamente en cuanto a lo dispuesto en el numeral 
CUARTO de su parte resolutiva y CONFIRMAR en todo lo demás”(…) Diciendo cumplir las 
mencionadas sentencias, el juzgado Segundo de Familia, de Bello, al interior del individualizado 
proceso administrativo, (…) finalmente, por medio de su sentencia N° 17, de 24 de enero de 2025, 
resolvió (…):  “PRIMERO: NO HOMOLOGAR la medida de protección consistente en la 
DECLARATORIA DE ADOPTABILIDAD de los menores de edad [N S y J A M Q], proferida por la 
DEFENSORÍA DE FAMILIA DE ANTIOQUIA, CENTRO ZONAL ABURRÁ NORTE(…). “SEGUNDO: 
ORDENAR el REINTEGRO, lo más pronto posible, de los menores [N S y J A M Q] a su comunidad 
indígena (…) Lo anterior ESTARÁ A CARGO del ICBF y la DEFENSORÍA DE FAMILIA DE ANTIOQUIA, 
CENTRO ZONAL ABURRÁ NORTE en particular, quienes deberán DESPLEGAR LAS TODAS LAS 
ACCIONES tendientes y necesarias a fin de asegurar la entrega de los niños en debida forma a sus 
padres, así como también garantizar el continuo acompañamiento al referido núcleo familiar hasta 
tanto se logre la adaptación y el debido cuidado de los niños.(…)” De lo expuesto, a voces del 
Decreto 2591 de 1991, artículo 38, siendo deber de los operadores judiciales procurar la 
congruencia y armonía de todo el ordenamiento jurídico y, con ello, la materialización del principio 
de la seguridad jurídica, al igual que la denominada continencia de la causa, se confluirá en la 
declaración de la improcedencia de este mecanismo excepcional, al configurarse la denominada 
cosa juzgada constitucional y ser temerario. En efecto, de la demanda y su subsanación, salta a la 
vista, la configuración de la cosa juzgada constitucional y con ella la temeridad, en la actuación de 
la Defensora de Familia convocante, al acudir a este sendero constitucional, puesto que, por medio 
de este, persigue derribar las determinaciones que tomó el juzgado Segundo de Familia, de Bello, 
en cumplimiento de la memorada sentencia de tutela, radicado 2024-00370- 00 (01), la que versó, 
en lo fundamental, sobre los mismos supuestos de este resguardo(…) Lo que se observa en este 
asunto, consiste en que la Defensora de Familia suplicante se opone frontalmente, a las decisiones 
tomadas, por medio de las anotadas sentencias de tutela, expedidas en la aludida acción de tutela, 
en la cual participó, integrando el extremo pasivo, proveídos que dispusieron el reintegro, de los 
nombrados niños, a su medio, social y cultural, lo que determinó que el señor juez convocado 
emitiera las órdenes pertinentes, en el especificado PARD.(…) Si aun en gracia de la discusión se 
admitiera que no concurren las aludidas cosa juzgada y temeridad, lo que también refulge en el sub 
lite, consiste en que, si la demandante estima que el juzgado encartado no acató las especificadas 
sentencias de tutela, debió acudir, al eficaz incidente de desacato, previsto por el Decreto 2591 de 
1991, artículo 52, para alcanzar lo que aquí propone; sin embargo, no lo hizo, sino que se definió, 
por incoar este camino especial, desconociendo su residualidad y subsidiariedad (artículo 86 leído), 
lo que también detona su improcedencia. 

MP. DARÍO HERNÁN NANCLARES VÉLEZ  
FECHA: 30/04/2025 
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  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

                               SALA TERCERA DE DECISIÓN DE FAMILIA 

 

 

Medellín, treinta (30) de abril 

de dos mil veinticinco (2025) 

 

 

  Se decide la acción de tutela incoada, por  

la doctora Ana Luz Betancur Valencia, como Defensora de 

Familia, adscrita al Centro Zonal Aburrá Norte del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (en adelante, ICBF), con 

sede en Bello, quien dice actuar, “en representación de los 

niños” J A y N S M Q 1, contra el juzgado Segundo de Familia, 

de esa localidad, habiéndose integrado el contradictorio, por 

pasiva, con la doctora Yucelly Rincón Torrado, como 

Defensora del Pueblo, de la Regional Antioquia, o quien 

hiciere sus veces, Elkin Mamundia Campo y Lina Queragama 

Queragama, en nombre propio y como representantes de los 

referidos infantes, Alirio Mamundia Murillo, el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (I C B F), sus Regionales 

Antioquia y Chocó y sus Centros Zonales Aburrá Norte de 

 
1 Ley 1098 de 2006, artículo 82, “Funciones del Defensor de Familia. 
Corresponde al Defensor de Familia: 1. Adelantar de oficio, las 

actuaciones necesarias para prevenir, proteger, garantizar y restablecer 
los derechos de los niños, las niñas, los adolescentes y las adolescentes 

cuando tenga información sobre su vulneración o amenaza. [y] 11. 
Promover los procesos o trámites judiciales a que haya lugar en defensa 

de los derechos de los niños, las niñas o los adolescentes, e intervenir 
en los procesos en que se discutan derechos de estos, sin perjuicio de la 

actuación del Ministerio Público y de la representación judicial a que 
haya lugar”.  
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Bello y el de Tadó-Chocó, la Personería de Bello, Santiago 

Queragama Arias, Luis Eduardo Mamundia Murillo y Misael 

Queragama Tequia, como Gobernadores de la comunidad 

indígena Ocotumbo, zona 4, y del Cabildo Mayor de esa zona, 

respectivamente, de la “comunidad indígena Emberá Katío de 

Ocotumbo” del referido Resguardo indígena, o quienes 

hicieren sus veces, con el señor Agente del Ministerio Público, 

adscrito al juzgado accionado, o quienes hicieren sus veces, 

y, en suma, con todos los intervinientes en los procesos 

administrativos de restablecimiento de derechos 

(PARD) que involucraron a esos infantes, con radicados 

“176127106357 y 176127106621” y 2023-00624-00, con el 

fin de que se le protejan sus derechos fundamentales, 

especialmente, la dignidad humana, el proceso debido, la 

integridad física, la prevalencia de los niños, niñas y 

adolescentes (N N A) y su interés superior, previstos en la 

Constitución Política, artículos 1, 29 y 44. 

 

 

SUPUESTOS FÁCTICOS 

 

 

  De la narración de los hechos vertidos en 

la demanda y de sus anexos, se desprende que, en los 

procesos administrativos de restablecimiento de derechos 

(PARDs), que involucraron a los infantes J A y N S M Q, con 

radicados “176127106357 y 176127106621” y 2023-00624-

00, el juzgado Segundo de Familia, de Bello, en cumplimiento 
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de las sentencias de tutela de primera y segunda instancia, de 

2 de diciembre de 2024 y 29 de enero de 2025, dictadas en 

su orden, por esta Corporación y la honorable Corte Suprema 

de Justicia, Sala de Casación Civil, Agraria y Rural, en la 

acción tuitiva, distinguida con el consecutivo 2024-00370-00 

(01), que involucró a las mencionadas partes, “Mediante 

Sentencia N° 017 del 24 de enero de 2025 el Juzgado tomó 

una nueva decisión en la cual, además de ordenar el reintegro 

de los niños, emitió órdenes dirigidas al ICBF que fueron una 

mera transcripción del numeral cuarto de la Sentencia de 

Tutela” (f 3, demanda), sin tener mayores consideraciones 

frente al “interés superior y en la importancia de la 

motivación de las decisiones judiciales” (f 4, demanda), 

agencia judicial que no practicó pruebas, con el fin de conocer 

las condiciones de los progenitores, ni la cercanía de centros 

de salud, a la comunidad que pertenecen. 

 

 

  “Al ordenar al ICBF garantizar la 

inclusión de los niños en programas de asistencia, 

acompañamiento y/o restablecimiento de sus derechos “hasta 

que la situación de la familia lo amerite”, el Juzgado 

desconoció el término máximo que la Ley 1098 de 2006 

dispuso para el PARD y que el cumplimiento de sus órdenes 

no podía circunscribirse a un tiempo indeterminado. 
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  “Olvidó además el Juzgado que, como 

autoridad que tomaba una decisión de fondo, era su 

obligación velar porque el reintegro de los niños se diera bajo 

un escenario de garantía de derechos…” (fs 7, demanda), 

dado que presentan afectaciones, en su salud, como 

desnutrición, que no han podido superar, pese a encontrarse 

bajo una medida de protección, en el IC B F, las cuales, según 

los especialistas, podrían representarles factores de riesgo 

más alto,  si se llegan a reintegrar, a su entorno cultural, por 

las afugias económicas de su grupo familiar, lo que les 

imposibilitaría continuar, con sus atenciones médicas (f 14, 

ídem), aseveraciones que le sirven, para pedir que se acojan 

las siguientes, 

 

 

SÚPLICAS  

 

 

Que se le tutele a los referidos niños los 

derechos fundamentales; en consecuencia, ordénese: 

 

 

“2. (…) al Juzgado accionado adicionar el 

numeral segundo de la Sentencia N° 017 del 24 de enero de 

2025 en el sentido de disponer que el reintegro de los niños 

JAMQ y NSMQ estará supeditado a la recuperación de su 

desnutrición aguda. Esto con el fin de garantizar los derechos 

fundamentales de los niños a la salud, a la integridad 



 

                                     
 
 

Sentencia T 12275 vrs juzgado 2 de Familia y otros 

Radicado 05001-22-10-000-2025-00099-00 

6 

personal, a la dignidad humana, a la familia y a la vida. 

 

 

  “3. Que, en virtud de lo anterior, se 

ordene la continuidad de los niños JAMQ y NSMQ en la medida 

de protección consistente en su ubicación en Hogar sustituto 

hasta que se supere la condición de salud que en la actualidad 

pone a los niños en un riesgo inminente si llegaran a 

suspenderse las atenciones especializadas y seguimientos en 

salud que permanentemente requieren en la actualidad desde 

la medicina occidental. 

 

 

  “Para lo anterior será de suma 

importancia que exista un pronóstico favorable de los 

profesionales de la salud en el que se dictamine que los niños 

no requieren de las atenciones permanentes y especializadas 

en las que actualmente se encuentran para su recuperación” 

(fs 14 y 15, demanda). 

 

 

  Como medida provisional solicitó “la 

continuidad de los niños JAMQ y NSMQ en la medida de 

protección consistente en su ubicación en Hogar sustituto 

hasta que el Tribunal emita Sentencia frente a la presente 

acción constitucional” (f 15, ídem). 
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 La demandante afirmó, bajo juramento, 

que “no he promovido otra Acción de Tutela que verse 

sobre los mismos hechos presentados en ésta, ante 

cualquier otra autoridad judicial” (f 4. Énfasis de la Sala, 

como los demás incorporados, con esta providencia). 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

   Tras ser subsanado (archivos 5 a 8, c p), 

mediante autos de 4, 11 y 23 de abril de 2025, se admitió el 

escrito rector, se denegó la medida provisional, se dispuso un 

requerimiento, a la accionante, y se emplazó a unos 

vinculados (archivos 10, 24 y 29, c p), siendo finalmente 

notificados personalmente la totalidad de los interesados 

(archivos 11, 25, 30 a 34, c p). 

 

 

  El señor juez Segundo de Familia, de 

Bello, y la Defensora del Pueblo de la Regional Antioquia, 

replicaron, a la demanda, oponiéndose a las pretensiones 

(archivos 13 y 22, c p), precisando y enfatizando la Defensora 

del Pueblo que “los argumentos presentados en el hecho 13 

de la acción de tutela contienen un tinte discriminatorio, pues 

el informe presenta unas condiciones sociales, económicas y 

culturales con las que han convivido las comunidades 
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indígenas colombianas a través de la historia. Situación que 

no puede convertirse en una limitante para efectuar el 

reintegro de los menores y adelantar el proceso de 

reunificación familiar. 

 

  “(…) la intensión de condicionar el 

reintegro de los menores al seno de su familia, a la 

superación de la desnutrición aguda que aún presenta el 

menor J.A MQ después de aproximadamente dos años y 

medio de permanecer bajo la protección exclusiva del ICBF, 

no sólo desconoce la posibilidad de implementar estrategias 

interculturales para el cuidado de su salud, sino que también 

ignora la naturaleza pluriétnica y multicultural de la nación y 

que recae en visiones etnocéntricas que desmeritan la formas 

tradicionales y ancestrales en las que las comunidades 

indígenas entienden y manejan la salud y la enfermedad. 

 

 

  “(…) En cuanto a la permanencia 

indefinida de los menores en contextos ajenos a sus ámbitos 

familiar, comunitario y étnico-cultural, es importante tener en 

cuenta que, se consolida un proceso cada vez más complejo 

de adaptación a sus contextos de origen cultural. 

 

 

  “(..) Consideramos además paradójico, 

refiriéndonos a la solicitud de la medida provisional 

considerada improcedente por parte del Tribunal Superior de 
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Medellín, Sala Unitaria de Familia (AutoT-12275 del 4 de abril 

de 2025), que se promueva una medida que en nada cambia 

la situación actual de las cosas, pues hasta el momento y 

desde el 24 de enero de 2015, la orden emitida por el 

Juzgado Segundo de Familia de Oralidad de Bello en la 

Sentencia 017, no se ha hecho efectiva y presenta 

continuos inconvenientes operativos, logísticos y 

presupuestales; y que por lo tanto mantienen a los 

menores en un hogar sustituto y sin posibilidades de 

contacto directo con sus padres, constituyéndose 

incluso en un posible desacato de la orden judicial 

emitida por el juzgado en mención” (archivo 22, c p).  

 

 

  El I C B F y su Coordinador del Centro 

Zonal Aburrá Norte, de la Regional Antioquia, apoyaron la 

demanda de tutela (archivos 16 y 20, c p).  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

   La legitimidad en la causa, por activa y 

pasiva, se acreditó, aunque con la precisión que se detallará 

(artículo 10 del Decreto 2591 de 1991), dado que esta acción 

fue incoada, por la doctora Ana Luz Betancur Valencia, como 

Defensora de Familia, adscrita al Centro Zonal Aburrá Norte 

del ICBF, con sede en Bello, contra el juzgado Segundo de 
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Familia que allí existe, habiéndose integrado el contradictorio, 

por pasiva, con Elkin Mamundia Campo y Lina Queragama 

Queragama, en nombre propio y como representantes de los 

niños J A y N S M Q, con los demás sujetos precedentemente 

individualizados, y, en suma, con todos los intervinientes 

en los procesos administrativos de restablecimiento de 

derechos (PARDs), que involucraron a los nombrados 

infantes, con radicados “176127106357 y 176127106621” y 

2023-00624-00, con el fin de que se le protejan sus derechos 

fundamentales, especialmente, la dignidad humana, el 

proceso debido, la integridad física, la prevalencia de los 

niños, niñas y adolescentes (N N A) y su interés superior, 

previstos en la Constitución Política, artículos 1, 29, y 44. 

 

 

  Para promover esta acción superior, la 

doctora Ana Luz Betancur Valencia, Defensora de Familia, 

adscrita al Centro Zonal Aburrá Norte del ICBF, con sede en 

Bello, dijo actuar “en representación de los niños” J A y N S M 

Q; no obstante, lo cierto es que, como se detallará, en el 

fondo, por medio de este socorro fustiga lo que resolvió el 

juzgado Segundo de Familia, de Bello, en los individualizados 

PARDs, mediante su sentencia, de 25 de enero de 2025, que 

dictó, para cumplir los fallos de tutela, de primera y segunda 

instancias, de 2 de diciembre de 2024 y 29 de enero de 2025, 

emitidos, respectivamente, por esta Corporación y la 

honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 

Agraria y Rural, en la senda especial, identificada con el 
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radicado 2024-00370-00 (01), que protegieron las 

prerrogativas ius fundamentales de esos infantes, sus 

progenitores y su comunidad, frente a ese juzgado, el I C B F 

y la Defensora de Familia, aquí accionante.  

 

 

  La acción de tutela se estipuló, para la 

exclusiva protección de los derechos fundamentales, previstos 

en la Constitución Política (Constitución Política, artículo 86), 

pero, quien la pone en movimiento debe manifestar, bajo la 

gravedad del juramento, que no presentó otra, sobre los 

mismos hechos y derechos (Decreto 2591 de 1991, artículo 

37), ya que cuando, sin existir justificación, se instaura, por la 

misma persona o su representante, utilizando los mismos 

supuestos y pretensiones, ante varios jueces, se deben 

rechazar o decidir desfavorablemente todas las solicitudes, al 

configurarse la figura de la temeridad (artículo 38 ejusdem). 

 

 

 De tal forma, el legislador impide el 

abuso del derecho, el cual, en casos de las acciones de tutela, 

resiente la operatividad de la administración de justicia, dado 

que no puede olvidarse que son deberes de la persona y del 

ciudadano, “1º) Respetar los derechos ajenos y no abusar de 

los propios” (Carta Política, artículo 95), en tanto que, la 

injustificada repetición de acciones, como la mencionada, 

lesiona el interés general (artículo 1), cuestión en torno a la 
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cual la jurisprudencia de la Corte Constitucional viene 

reiterando lo siguiente: 

 

 

  “Cuando una persona promueve la 

misma acción de tutela ante diferentes operadores judiciales, 

bien sea simultánea o sucesivamente, se puede 

configurar la temeridad, conducta que involucra un elemento 

volitivo negativo por parte del accionante. La jurisprudencia 

ha establecido ciertas reglas con el fin de identificar una 

posible situación constitutiva de temeridad. Sobre el 

particular, esta Corporación señaló2:  

 

 

  “La Sentencia T-045 de 2014 advirtió 

que la temeridad se configura cuando concurren los siguientes 

elementos: “(i) identidad de partes; (ii) identidad de hechos; 

(iii) identidad de pretensiones3 y (iv) la ausencia de 

justificación razonable4 en la presentación de la nueva 

demanda5 vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte 

del demandante. En la Sentencia T-727 de 2011 se definió los 

siguientes elementos “(…) (i) una identidad en el objeto, 

es decir, que ¨las demandas busquen la satisfacción de una 

misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un 

mismo derecho fundamental¨6; (ii) una identidad de causa 

 
2 Ver sentencia T-069 de 2015. 
3 Sentencias T-443 de 1995, T-082 de 1997, T-080 de 1998, SU-253 de 1998, T-593 de 2002, T-263 de 2003,  

T-707 de 2003, T-184 de 2005, T-568 de 2006 y T-053 de 2012.  
4 Sentencia T-248 de 2014 
5 Sentencias T-568 de 2006, T-951 de 2005, T-410 de 2005, T-1303 de 2005, T-662 de 2002 y T-883 de 2001. 
6 Sentencia T-1103 de 2005, sentencia T-1122 de 2006, entre otras. 
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petendi, que hace referencia a que el ejercicio de las 

acciones se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan 

de causa 7; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las 

acciones de tutela se hayan dirigido contra el mismo 

demandado y, del mismo modo, se hayan interpuesto por el 

mismo demandante, ya sea en su condición de persona 

natural o persona jurídica, de manera directa o por medio de 

apoderado”8 (…)  

 

 

  “Asimismo, la Corte incluyó un elemento 

adicional a los mencionados anteriormente y afirmó que la 

improcedencia de la acción de tutela por temeridad debe estar 

fundada en el dolo y la mala fe de la parte actora.  Concluyó 

esta Corporación que la temeridad se configura cuando 

concurran los siguientes elementos: (i) identidad de 

partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de 

pretensiones; y (iv) la ausencia de justificación en la 

presentación de la nueva demanda, vinculada a un 

actuar doloso y de mala fe por parte del libelista9”10 

(Énfasis de la Sala como los demás en este proveído). 

 

 

 
7 Ibídem 
8 Sentencia T-1103 de 2005, sentencia T-1022 de 2006, sentencia T-

1233 de 2008 
9 Ver entre otras, sentencias: T-568 de 2006, T-951 de 2005 y T-410 de 

2005. 
10 Sentencia T-272, de 17 de junio de 2019, M P Dr Alberto Rojas Ríos.  
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   En este caso, cabe precisar que, previo a 

esta acción tuitiva, esta Corporación y la honorable Corte 

Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Agraria y Rural, 

conocieron, en primera y segunda instancia, respectivamente, 

del amparo constitucional, radicado con el No  

05001221000020240037000 (01), promovido por la 

Defensora del Pueblo de la Regional Antioquia, como agente 

oficiosa de Elkin Mamundia Campo y Lina Queragama 

Queragama, frente al Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (I C B F), su Regional Antioquia, su Centro Zonal 

Aburrá Norte y el juzgado Segundo de Familia de Bello, al 

cual se vinculó por pasiva, a la ahora demandante, 

doctora Ana Luz Betancur Valencia, Defensora de 

Familia de ese Centro Zonal, los representantes de la 

comunidad indígena, a la que pertenecen los(as) señores(as) 

Mamundía Querema, y a todos los demás intervinientes, en 

los procesos administrativos de restablecimiento de los 

derechos (PARDs) que involucraron, a los nombrados 

infantes, con radicados “176127106357 y 176127106621” y 

2023- 00624-00. 

 

 

  En la referida causa supralegal, por 

medio de la sentencia T - 12055, de 2 de diciembre de 2024, 

esta Corporación, tras conceder “el amparo constitucional 

de los derechos fundamentales, mencionados en las 

consideraciones, de los niños J A y N S M Q, de sus 

progenitores Elkin Mamundia Campo y Lina Queragama 
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Queragama, y de Santiago Queragama Arias y Misael 

Queragama Tequia, en sus calidades de gobernadores de la 

comunidad indígena Ocotumbo, zona 4, y del Cabildo Mayor 

de esa zona, respectivamente, de la “comunidad indígena 

Emberá Katío de Ocotumbo”, vulnerados por el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (I C B F), su Regional 

Antioquia, su Centro Zonal Aburrá Norte, el juzgado 

Segundo de Familia, en Oralidad, de Bello, y la 

Defensora de Familia, doctora Ana Luz Betancur 

Valencia, adscrita a aquel Centro Zonal, con sede en la 

mencionada municipalidad, o quien hiciere sus veces” (f 

50, fallo del Tribunal), dejó sin efecto la actuación surtida, en 

el mencionado PARD, a partir de la sentencia, de 24 de abril 

de 2024, del juzgado Segundo de Familia, de Bello, y, en 

consecuencia: 

 

 

  “TERCERO.- SE ORDENA al señor juez 

Segundo de Familia, en Oralidad, de Bello, doctor John 

James Bedón Cortaza, o quien hiciere sus veces, que en 

el lapso de los veinte (20) días hábiles siguientes, al de 

la notificación que se le hiciere de este proveído, tome 

la determinación o resoluciones que encuentre procedentes, 

en conjunción con lo expuesto, en cuanto al trámite de los 

PARDs y/o no la homologación, especificados en las 

motivaciones, para restablecer las exteriorizadas 

prerrogativas iusfundamentales, de los nombrados niños y 

garantizarles el proceso debido a sus progenitores Elkin 
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Mamundi Campo y Lina Queragama Queragama y a las 

autoridades del resguardo indígena de la etnia, a la cual 

pertenecen, debiendo notificarlos legalmente, respetando el 

derecho a la intimidad de los menores, e informe a esta Sala, 

sobre su cumplimiento, dentro de las cuarenta y ocho (48) 

horas, siguientes a ello…” (fs 51 y 52), dictando órdenes, en 

su numeral cuarto, frente al I C B F y sus dependencias. 

 

 

  Para arribar a la memorada 

determinación, esta Colegiatura, consideró, entre otros 

aspectos, que el juez del conocimiento: 

 

 

  “(…) no decretó ni practicó, como le 

correspondía, las pruebas pertinentes e idóneas, para 

establecer las condiciones particulares de los niños, su grupo 

familiar, y su comunidad indígena, la incidencia que tenga su 

contexto familiar, la idoneidad y/o necesidad de restablecer o 

no el contacto, entre padres e hijos, para garantizarles a 

estos sus prerrogativas, a tener una familia y no ser separado 

de ella, e inclusive, su identidad, permitiéndole su efectivo 

goce… no consideró las especiales circunstancias del grupo 

familiar de los niños, específicamente de sus padres, dado su 

origen indígena, su dificultad para comunicarse al no hablar el 

idioma Castellano…y tener en cuenta su situación de 

desplazamiento, su evidente extrema pobreza, sus 

manifestaciones en el transcurso de su participación en el 
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PARD, de desear el reintegro familiar, y las razones que los 

llevaron a movilizarse nuevamente, a un resguardo indígena, 

y que les impidieron superar sus precarias condiciones y 

concurrir activamente al proceso. 

 

 

  “(…) Ciertamente, si bien Elkin Mamundia 

Campo y Lina Queragama Queragama, progenitores de los 

citados niños, durante su estadía en el Valle de Aburrá, no 

ostentaban las condiciones, económicas y sociales, para 

garantizarles la satisfacción de sus necesidades básicas, 

conforme a sus costumbres, lo cierto es que esa circunstancia 

no habilitaba la extrema determinación de la declaración de 

su adoptabilidad, si en cuenta se tiene que, pese a sus 

precarias circunstancias, superando sus limitaciones 

lingüísticas, manifestaron, ante las profesionales adscritas a al 

IC B F, por lo menos durante los albores del PARD, su deseo 

de tener a su lado a sus vástagos, para cumplir su rol de 

padres y garantes de sus prerrogativas. 

 

 

  ““(…) cualquier argumento que se 

cimiente en la limitada capacidad económica de la familia 

biológica para justificar la necesidad de separarla de sus 

menores, no solo resulta insuficiente para demostrar una real 

afectación a los intereses del niño, niña o adolescente, sino 

que se constituye en un criterio sospechoso de discriminación, 

pues permitiría supeditar la posibilidad de que una familia crie 
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a sus hijos, a los recursos económicos con que cuenten (…) 

 

 

  “A lo anterior, se hace necesario agregar 

que si en verdad las autoridades de familia llegan a evidenciar 

que la inestabilidad económica de la accionante podría afectar 

la vida en condiciones dignas de sus nietos, lo cierto es que, 

dentro de sus facultades en materia de restablecimiento de 

derechos, cuentan con la posibilidad de brindar asesoría y 

capacitaciones a quienes ejercerán el cuidado, de manera que 

puedan acceder a los diversos beneficios y subsidios que han 

sido desarrollados por el Estado y que permitirían la 

superación del estado de vulnerabilidad evidenciado (sin que 

necesariamente deba separarse el núcleo familiar)”11. 

 

 

  (…) “La potencial inidoneidad que se 

predica de los padres, para asumir la custodia y cuidados 

personales de sus hijos, garantizándoles sus prerrogativas 

iusfundamentales, propósito del PARD, no puede cimentarse, 

en las manifestaciones de la Defensora de Familia, cuando en 

ese procedimiento esbozó que el “retorno [de los niños] a la 

comunidad indígena generaría situaciones de alto riesgo para 

su integridad personal y su vida misma… lo cual configura un 

flagrante desconocimiento de su cosmogonía, allende que 

esas aserciones no cuentan con la debida sustentación, ya 

que demostrado quedó que los genitores de los niños, en 

 
11 Sentencia T-019, de 2020, citada.  
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atención a la ayuda de la UARIV, debieron regresar a su 

medio socio cultural, quedando sus hijos, bajo el cuidado del 

IC B F, aspectos que, per se, no detonaban las medidas de la 

Defensoría de Familia, ni tampoco su homologación, las 

cuales se estipularon, como última posibilidad, mas no como 

la primera (…) 

 

  “La Defensora y el señor juez de 

Familia que tuvieron a su cargo los PARDs y la 

homologación, respectivamente, no solo ignoraron la 

voluntad de los progenitores, encaminada a lograr el 

reintegro de sus hijos, a su propia familia y etnia, sin 

ofrecerles la posibilidad de hacerlo, y pretermitieron, 

sin justificación plausible, estimar las mencionadas 

circunstancias y el origen indígena de su célula 

familiar, y no integraron, a esa actuación, pudiendo hacerlo, 

como les correspondía, a las individualizas autoridades de su 

etnia, infringiendo, de esa forma, sus garantías esenciales del 

proceso debido y su prevalencia, de acuerdo con la 

Constitución Política, artículos 29 y 44, el C I A, artículo 2612, 

la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño 

(CIN), artículo 12, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
 

12 ARTÍCULO 26. DERECHO AL DEBIDO PROCESO. Los niños, las 

niñas y los adolescentes tienen derecho a que se les apliquen las 
garantías del debido proceso en todas las actuaciones administrativas y 

judiciales en que se encuentren involucrados. 
En toda actuación administrativa, judicial o de cualquier otra naturaleza 

en que estén involucrados, los niños, las niñas y los adolescentes, 
tendrán derecho a ser escuchados y sus opiniones deberán ser tenidas 

en cuenta. 
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y Políticos, artículo 14, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, artículo 8.1., su integridad personal y su 

personalidad jurídica (C I A, artículos 18, 18A y 25), al poner 

en riesgo, inclusive, su salud mental, porque se 

afectaría su identidad, al cortar abruptamente y sin la 

debida participación de todos los interesados, sus 

nexos familiares, sanguíneos, socioeconómicos y 

culturales, impidiéndoles “tener una familia y no ser 

separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 

cultura” (Código Constitucional, artículo 44), de lo cual 

deben gozar, olvidando, de contera, que “la sociedad y 

el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al 

niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y 

el ejercicio pleno de sus derechos” (igual norma)…” (f 

28 a 43, ídem). 

 

 

  La memorada sentencia fue confirmada 

parcialmente, por la honorable Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Civil, Agraria y Rural, por intermedio de su 

sentencia STC533-2025, de 29 de enero de 202513 (archivo 

36, c p), revocándola “únicamente en cuanto a lo dispuesto 

en el numeral CUARTO de su parte resolutiva y CONFIRMAR 

en todo lo demás”, determinación que tomó, tras concluir, 

entre otros aspectos que: 

 

 
13 M P Dr Fernando Augusto Jiménez Valderrama. 
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  “(…) deberá el ICBF aguardar a que el 

juez de familia emita la decisión que estime procedente 

dentro de los parámetros fijados por el a quo en su sentencia, 

donde determinará el trámite a impartir a las actuaciones, 

dependiendo de las particularidades del caso y los reproches 

que se le hicieron en dicho fallo constitucional…” (fs 12 y 13, 

ídem). 

 

 

  La Corte Constitucional excluyó de 

eventual revisión el memorado amparo: 

 

 

 

 

  Diciendo cumplir las mencionadas 

sentencias, el juzgado Segundo de Familia, de Bello, al 

interior del individualizado proceso administrativo, mediante 
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proveídos, de 6 y 10 de diciembre de 2024, dispuso notificar 

personalmente del PARD, a los progenitores de los niños, a 

los representantes de las comunidades indígenas a las que 

pertenecen, decretar las pruebas que consideró necesarias 

(docs. 18 y 21, c 2. expediente PARD), y, finalmente, por 

medio de su sentencia N° 17, de 24 de enero de 2025, 

resolvió (docs. 34, ídem): 

 

 

  “PRIMERO: NO HOMOLOGAR la medida 

de protección consistente en la DECLARATORIA DE 

ADOPTABILIDAD de los menores de edad [N S y J A M Q], 

proferida por la DEFENSORÍA DE FAMILIA DE ANTIOQUIA, 

CENTRO ZONAL ABURRÁ NORTE, mediante Resolución No 031 

del 21 de julio de 2023. 

 

 

  “SEGUNDO: ORDENAR el REINTEGRO, lo 

más pronto posible, de los menores [N S y J A M Q] a su 

comunidad indígena, y a su hogar bajo el cuidado de sus 

padres ELKIN MAMUNDIA CAMPO y LINA QUERAGAMA 

QUERAGAMA. Lo anterior ESTARÁ A CARGO del ICBF y la 

DEFENSORÍA DE FAMILIA DE ANTIOQUIA, CENTRO ZONAL 

ABURRÁ NORTE en particular, quienes deberán DESPLEGAR 

LAS TODAS LAS ACCIONES tendientes y necesarias a fin de 

asegurar la entrega de los niños en debida forma a sus 

padres, así como también garantizar el continuo 



 

                                     
 
 

Sentencia T 12275 vrs juzgado 2 de Familia y otros 

Radicado 05001-22-10-000-2025-00099-00 

23 

acompañamiento al referido núcleo familiar hasta tanto se 

logre la adaptación y el debido cuidado de los niños. 

 

  “Para este efecto deberán:  

 

  “1. A través de un equipo especializado, 

identificar programas de asistencia, acompañamiento y 

restablecimiento de derechos, en los que puedan participar 

esos menores, con sus progenitores Elkin Mamundia Campo y 

Lina Queragama Queragama, su grupo familiar extenso, si lo 

tuviere.  

 

  “2. Garantizar la inclusión de los niños en 

los programas de asistencia, acompañamiento y/o 

restablecimiento de sus derechos hasta que la situación de la 

familia lo amerite, inclusive en su territorio y comunidad de 

origen.  

 

  “3. Acompañar al núcleo familiar en el 

proceso de adaptación a este cambio, mediante las acciones 

que estime pertinentes, vinculándolos a programas de apoyo 

psicosocial orientados a lograr que reúnan las capacidades 

necesarias para asumir el cuidado de los niños. Para ello 

deberá garantizar por lo menos una sesión de 

acompañamiento y apoyo psicosocial trimestral durante los 

próximos dos años, salvo que se evalúe la necesidad de variar 

dicha periodicidad.  
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  “4. Brindar a la familia Mamundia Campo 

y Queragama Queragama, orientación y acompañamiento, 

sobre la existencia de programas de subsidios y/o 

transferencia condicionada de recursos. 

 

 

  “TERCERO: NOTIFICAR por el medio más 

idóneo la presente decisión a las partes e intervinientes en el 

proceso, pero en relación con la familia de los menores de 

edad, se procederá con respeto a su cultura y con la 

mediación de un traductor a su lengua que garantice el 

conocimiento pleno y consciente de estas personas de lo 

decidido en la presente providencia. 

 

 

  “También se le remitirá copia de esta 

providencia a la señora Defensora del Pueblo Regional 

Antioquia, para lo de su cargo en relación con la acción de 

tutela que instauró en contra de este despacho judicial cuyo 

cumplimiento se hace aquí efectivo.  

 

  “Como es natural, se reportará a la Sala 

de Familia del H. Tribunal Superior de Medellín el 

cumplimiento de este despacho judicial a su decisión de 

Tutela.  
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  “CUARTO: DEVOLVER el expediente a la 

dependencia administrativa encargada del trámite de 

restablecimiento de derechos, para que proceda de 

conformidad con lo indicado en esta providencia”.  

 

 De lo expuesto, a voces del Decreto 

2591 de 1991, artículo 38, siendo deber de los operadores 

judiciales procurar la congruencia y armonía de todo el 

ordenamiento jurídico y, con ello, la materialización del 

principio de la seguridad jurídica, al igual que la denominada 

continencia de la causa, se confluirá en la declaración de 

la improcedencia de este mecanismo excepcional, al 

configurarse la denominada cosa juzgada 

constitucional y ser temerario. 

 

 

En efecto, de la demanda y su 

subsanación, salta a la vista, la configuración de la cosa 

juzgada constitucional y con ella la temeridad, en la 

actuación de la Defensora de Familia convocante, al acudir a 

este sendero constitucional, puesto que, por medio de este, 

persigue derribar las determinaciones que tomó el juzgado 

Segundo de Familia, de Bello, en cumplimiento de la 

memorada sentencia de tutela, radicado 2024-00370-

00 (01), la que versó, en lo fundamental, sobre los 

mismos supuestos de este resguardo, al existir, entre 

ambas, la triple identidad de: (i) partes, (ii)  de hechos y de 

(iii) pretensiones, convergiendo “(iv) la ausencia de 
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justificación en la presentación de la nueva demanda, 

vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del 

libelista”.  

 

 

  Ciertamente, la propulsora de este 

remedio extraordinario, a partir de una postura contraria, 

a la planteada en los memorados fallos de tutela, por 

medio de este mecanismo excepcional, diciendo atacar 

la mentada providencia del señor juez Segundo de 

Familia, de Bello, pretende reabrir un debate zanjado, 

que involucró a las mismas partes y sobre el mismo 

objeto, que no fue otro que: (i) la necesidad, pertinencia y 

conveniencia de que los citados niños sean reintegrados a su 

núcleo familiar y social, bajo el cuidado de sus padres, para 

salvaguardarles sus derechos fundamentales, y (ii) a que, el 

contexto social y económico de sus progenitores no puede ser 

óbice, para la dispuesta reinserción, dado que, como se 

expresó, en el individualizado fallo T - 12055, siguiendo las 

voces de la máxima guardiana de la Constitución, las 

autoridades administrativas, para superar los mencionados 

aspectos, so pena de incurrir en conductas discriminatorias, 

tienen la carga de “brindar asesoría y capacitaciones a 

quienes ejercerán el cuidado, de manera que puedan acceder 

a los diversos beneficios y subsidios que han sido 

desarrollados por el Estado y que permitirían la superación del 

estado de vulnerabilidad evidenciado (sin que necesariamente 
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deba separarse el núcleo familiar)”14, lo cual anunció atender 

el juez Segundo de Familia, en cumplimiento de los anotados 

fallos de tutela. 

 

 

  Lo que se observa en este asunto, 

consiste en que la Defensora de Familia suplicante se 

opone frontalmente, a las decisiones tomadas, por medio de 

las anotadas sentencias de tutela, expedidas en la aludida 

acción de tutela, en la cual participó, integrando el extremo 

pasivo, proveídos que dispusieron el reintegro, de los 

nombrados niños, a su medio, social y cultural, lo que 

determinó que el señor juez convocado emitiera las órdenes 

pertinentes, en el especificado PARD. 

 

 

  Como lo adujo la señora Defensora del 

Pueblo de la Regional Antioquia, pasados más de dos (2) 

años, desde que los menores se encuentran al cuidado del      

I C B F, lo que procura la Defensora de Familia, al parecer, es 

“la permanencia indefinida de los menores en contextos 

ajenos a sus ámbitos familiar, comunitario y étnico-cultural”, 

diciendo que no se han superado sus afectaciones de salud ni 

las vicisitudes que rodean su contexto familiar y social, 

desconociendo “la posibilidad de implementar estrategias 

interculturales para el cuidado de su salud, sino que también 

ignora la naturaleza pluriétnica y multicultural de la nación y 

 
14 Sentencia T-019, de 2020, citada.  
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que recae en visiones etnocéntricas que desmeritan la formas 

tradicionales y ancestrales en las que las comunidades 

indígenas entienden y manejan la salud y la enfermedad” 

(archivo 22, c p), aspectos que se analizaron, en sede de 

tutela, por esta Corporación.  

 

 

Es más.  Si aun en gracia de la discusión 

se admitiera que no concurren las aludidas cosa juzgada y 

temeridad, lo que también refulge en el sub lite, consiste en 

que, si la demandante estima que el juzgado encartado no 

acató las especificadas sentencias de tutela, debió acudir, al 

eficaz incidente de desacato, previsto por el Decreto 2591 de 

1991, artículo 52, para alcanzar lo que aquí propone; sin 

embargo, no lo hizo, sino que se definió, por incoar este 

camino especial, desconociendo su residualidad y 

subsidiariedad (artículo 86 leído), lo que también detona su 

improcedencia. 

 

 

  Las descritas circunstancias permean la 

concesión del seguro instado, por ser improcedente. Y, como 

también se configura, según se explayó, la denominada cosa 

juzgada constitucional y su temeridad (Carta Política, artículo 

86, Decreto 2591 de 1991, artículo 38), a la doctora Ana Luz 

Betancur Valencia, Defensora de Familia, adscrita al Centro 

Zonal Aburrá Norte del ICBF, situado en Bello, teniéndose en 

cuenta que acudió a esta vía superior, en ejercicio de sus 
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atribuciones, no se le impondrá una sanción económica, pero 

“se le advertirá que en lo sucesivo se abstenga de 

presentar acciones de tutela con fundamento en los 

hechos que ya han sido debatidos so pena de las 

sanciones pecuniarias a las que haya lugar”15. 

 

 

   DECISIÓN 

 

 

 En mérito de las precedentes 

consideraciones, la Sala Tercera de Decisión de Familia del 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la Ley, 

 

 

 FALLA 

 

 

 PRIMERO. - Declárase improcedente 

el amparo constitucional, de que da cuenta las motivaciones, 

incoado por la doctora Ana Luz Betancur Valencia, Defensora 

de Familia, adscrita al Centro Zonal Aburrá Norte del ICBF. 

 

 

 
15 Corte Constitucional, Sentencia T-001, de 13 de enero de 2016, M P 
Dr Jorge Igncio Pretelt Chaljub.  
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  SEGUNDO. - SE ADVIERTE a la doctora 

Ana Luz Betancur Valencia, que, en lo sucesivo, se abstenga 

de presentar acciones de tutela, con fundamento en hechos 

que fueron debatidos judicialmente, so pena de las sanciones 

pecuniarias, a las que hubiere lugar.  

 

 

                              Notifíquese este proveído, personalmente 

a las partes, por el medio más expedito y, en caso de no ser 

impugnado, envíese el expediente, a la honorable Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. 

 

 CÓPIESE Y CÚMPLASE 

   

 DARÍO HERNÁN NANCLARES VÉLEZ 

                      MAGISTRADO 

                                           

     LUZ DARY SÁNCHEZ TABORDA 

                   MAGISTRADA 

                        
     GLORIA MONTOYA ECHEVERRI 

                    MAGISTRADA.  


